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El reciclaje y manejo de los residuos sólidos producidos por la acción humana es 

una actividad que implica, de entrada, el concepto de desarrollo sostenible, o en otras 

palabras, una actividad de esta naturaleza se enmarca dentro de las políticas propias 

de este tipo de desarrollo. Empero, como se mostrará en el presente escrito, la efectiva 

realización del desarrollo sostenible ha estado siempre supeditado a la “voluntad 

política” de los gobiernos. Esta dependencia, lo que actualmente significa y lo que 

puede significar es el tema que explora el presente escrito.  

 

Para esto se analizará una de las medidas implementadas a partir del nuevo 

esquema de recolección de basuras que entró en vigor en la ciudad de Bogotá desde el 

año 2012: la separación obligatoria entre desechos reciclables y no reciclables. El 

problema esencial que subyace a esta medida es como asegurar el efectivo 

cumplimiento de la misma. Por tanto la hipótesis a defender en el presente escrito será 

que esta medida, propia de un modelo de desarrollo sostenible, precisa de la formación 

de una cultura ciudadana del manejo y reciclaje de las basuras en Bogotá para su 

efectivo cumplimiento.  

 

Así mismo esta hipótesis permitirá resignificar y reinterpretar lo que 

tradicionalmente se entiende por desarrollo y política. La hipótesis busca probar que 

conforme se  manifieste una cultura del reciclaje, mayor desarrollo tendrá la ciudad de 

Bogotá, entendiendo por desarrollo el cabal disfrute de las libertades individuales. La 

pregunta rectora que guiara este escrito es ¿Por qué se debe desarrollar una cultura 

de reciclaje en la ciudad de Bogotá para mitigar la producción de residuos 

sólidos y realizar un manejo eficiente de los mismos? 

 

Con esta finalidad el presente escrito tendrá tres partes: en primer lugar se dará 

cuenta de la necesidad del manejo de las basuras. Para esto se remitirá a la noción de 

desarrollo sostenible, explicando el vínculo entre este concepto y el manejo eficiente de 
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los desechos humanos. En segundo lugar se reseñara los principales hitos jurídicos 

presentes en Colombia al respecto, empezando por lo establecido en la Constitución de 

1991 y enfocando la cuestión en el decreto 564 de 2012; esto  con la finalidad de 

evidenciar el contraste entre la existencia de las leyes y la efectiva aplicación de las 

mismas. Finalmente se explorará cómo la noción de cultura es fundamental tanto para 

la ejecución de las leyes como para el desarrollo de la ciudad.  

 

El uso del término desarrollo sostenible se remonta al informa publicado por la 

Comisión Mundial del Medio Ambiente de la ONU, titulado como “Nuestro Futuro 

Común”, también conocido como “Informe Brundtland”. En dicho documento se 

especifica que el desarrollo sostenible es la capacidad de disponer de los recursos 

medioambientales de tal forma que se “satisfaga las necesidades del presente sin 

comprometer la capacidad de las futuras generaciones para satisfacer las propias” 

(1988, pág. 29). Las causas que impulsan la necesidad de implementar un desarrollo 

sostenible son conocidas: la industrialización masiva, la migración urbana, la 

explotación no racional de los recursos naturales, y en general, el daño medioambiental 

que todos y cada uno de estos fenómenos ha desencadenado desde el comienzo 

mismo de la revolución industrial.  

 

Ahora bien, el informe Brundtland se enfoca en dos causas fundamentales: la 

pobreza a la que se ven condenadas millones de personas a lo largo del planeta, pues 

en tal situación las comunidades se ven forzadas a destruir su medio ambiente para 

procurar sobrevivir y el crecimiento económico desenfrenado, pues en busca de crear 

mayor riqueza y mayor producción, el sistema capitalista se ha sustentado en el uso de 

materias primas, energía y productos químicos y sintéticos que contaminan el medio 

ambiente a un grado mayor del que la biosfera misma puede soportar (1988, págs. 50-

51). 
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Ahora bien, en tanto que el desarrollo sostenible pretende ser la solución a tales 

problemáticas se erigen dos aspectos fundamentales de éste: en primer lugar, que este 

modelo de desarrollo difiere de la tradicional noción de desarrollo económico y en 

segundo lugar, que el desarrollo sostenible tiene un campo de acción mucho más 

amplio. 

 

Acerca del primer aspecto  se debe indicar que tradicionalmente se interpreta 

que el desarrollo económico depende, fundamentalmente, del crecimiento económico 

de un país, esto es la generación de riqueza total y la distribución per cápita. A este 

respecto el desarrollo sostenible no se deslinda del objetivo fundamental del desarrollo 

económico: “el desarrollo sostenible requiere la satisfacción de las necesidades básicas 

de todos y extiende a todos la oportunidad de satisfacer sus aspiraciones a una vida 

mejor” (1988, pág. 68). En palabras más sencillas, el desarrollo sostenible busca 

satisfacer las necesidades humanas pero atendiendo a consideraciones ecológicas que 

hagan posible explotar y disponer de los recursos naturales con el mínimo daño 

ambiental para la sociedad del presente y las generaciones futuras. La diferencia 

estriba, pues, en la consideración medioambiental de este modelo de desarrollo, 

cálculo que está ausente en la tradicional fórmula del desarrollo económico.  

 

De esta forma se tiene que el ámbito de preocupación es mayor, pues si el 

desarrollo económico se fija solamente la generación de riquezas y la satisfacción de 

necesidades, el desarrollo sostenible abarca el cálculo ecológico que genera la 

actividad económica. Pues bien, esto recoge lo indicado como segundo rasgo propio 

del desarrollo sostenible, sólo que el ámbito de acción y preocupación se expande a la 

cuestión social. La explicación consiste en que si el informe Brundtland establece como 

una de las causas de deterioro ambiental a la pobreza, el desarrollo sostenible pasa, 

necesariamente, por la implementación de políticas públicas que ataquen la 

desigualdad social y permitan un acceso a los recursos y riquezas más equitativos 

como principio para paliar los peligros medioambientales.   
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Es así como surge la tradicional triada de conceptos que abarcan el desarrollo 

sostenible: el desarrollo económicos, entendido como el proceso de generación de 

riquezas y satisfacción de necesidades humanas; la equidad social, que significa un 

mejoramiento en la calidad de vida de la población de una forma integral; y finalmente 

el cuidado del medio ambiente (o eco-eficiencia) como condición indispensable del 

progreso económico y social. Si falta alguno de estos elementos no puede haber 

desarrollo sostenible: 

 

La satisfacción de las necesidades esenciales depende en parte de la realización del 

potencial de crecimiento y es claro que el desarrollo sostenible requiere el crecimiento 

económico de los lugares donde no se satisfacen esas necesidades. En otros lugares puede 

estar de acuerdo con el crecimiento económico, siempre que el contenido del crecimiento 

refleje los principios amplios de la sostenibilidad y de la no explotación de los demás. Pero el 

crecimiento no es suficiente en sí mismo. Altos niveles de productividad pueden coexistir con 

pobreza general y poner en peligro al medio ambiente. De ahí que el desarrollo sostenible 

requiera que las sociedades satisfagan las necesidades humanas aumentando el potencial 

productivo y asegurando la igualdad de oportunidades para todos. (1988, pág. 68)    

 

El desarrollo sostenible implica diferentes medidas y máximas para su efectiva 

realización. De una forma general se puede establecer que supone tres máximas 

fundamentales: posibilitar la regeneración de los recursos naturales renovables; 

neutralización o reciclaje de contaminantes que posibiliten su absorción en el medio 

ambiente; y la sustitución de fuentes energéticas orgánicas por energías limpias 

(Definición ABC – Tomado de: http://www.definicionabc.com/acerca-de. (S.f.) 

Recuperado el 19 de septiembre de 2015). En este caso puntual, el interés se centra 

en la segunda de las medidas propias del desarrollo sostenible, la cual se caracteriza 

por tener un alcance local, en contraposición a las otras medidas que destacan por 

tener un alcance más general o incluso global.  

 

http://www.definicionabc.com/acerca-de
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Como es sabido el reciclaje se define como el proceso mediante el cual se 

convierten desechos en nuevos productos, con la finalidad de prevenir o reducir el 

impacto que sobre la biosfera tiene la producción de residuos. En el caso específico de 

los residuos sólidos, el proceso parte de un mecanismo llamado selección en la fuente, 

en el cual se separan, en primera instancia, los residuos de origen orgánico de los 

inorgánicos, esto con la finalidad de reducir el volumen de residuos sólidos que llegan, 

finalmente, a los rellenos sanitarios. De igual forma, dicho proceso posibilita clasificar 

que residuos tiene valor como potenciales materiales de reciclaje y cuáles no (Ramírez, 

2000, pág. 73 y ss.).     

 

Esta caracterización resulta de importancia para el presente ensayo conforme el 

objeto específico del mismo, el decreto 564 de 2012, busca regular justamente, el 

proceso de reciclaje por medio del mecanismo de selección en la fuente.  

 

La revisión bibliográfica efectuada para la realización de este escrito permitió 

constatar la vigencia de la problemática central indagada: el vínculo de dependencia 

existente entre el desarrollo sostenible y la voluntad política. Para expresarlo más 

directamente, desde el nacimiento mismo del término, el desarrollo sostenible siempre 

ha estado subordinado, para su realización, a la existencia de una voluntad política que 

lo haga posible.  Para citar un ejemplo, basta con volver al informe Brundtland: “Pero la 

esperanza de la Comisión [mundial del medio ambiente y el desarrollo] está 

condicionada a una decisiva acción política que debe comenzar ya a administrar los 

recursos del medio ambiente de modo que se asegure un progreso y una supervivencia 

humana sostenibles” (Onu, 1988, pág. 22). 

 

En principio esta postura resulta bastante obvia, pues en el mundo 

contemporáneo la vigencia del Estado de Bienestar y la atenuación de las tesis 

liberales, suponen una activa participación del estado en la sociedad como ente 
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regulador e interventor. La reducción de la emisión de los gases de efecto invernadero, 

la vigilancia sobre la explotación racional de los recursos naturales, la sustitución de 

energías fósiles por energías limpias son medidas que, para citar algunos ejemplos, 

requieren de la decisión y participación del estado, en tanto que medidas propias de un 

desarrollo sostenible.  

 

Sin ir más lejos, basta con reseñar las estrategias urgentes que propuso la 

comisión Brundtland como primeros pasos hacia un desarrollo sostenible: “la 

integración de factores económicos y ecológicos en la legislación y en los órganos de 

decisión en cada Estado a nivel interno de cada país, debe equiparse en el plano 

internacional” (1988, pág. 91), lo que significa que las medidas propias de un desarrollo 

sostenible dependen, fundamentalmente, de un cambio en la legislación de cada país, 

bien sea que sea este desarrollado o esté en vía de desarrollo, tal y como lo manifiesta 

reiteradamente el informe al indicar que los tres pilares del desarrollo sostenible 

suponen diferentes problemáticas y retos en ambos tipos de países. Y por supuesto, 

estos cambios en la legislación no resultan posibles si no opera antes un cambio en las 

políticas públicas de cada país, así como un cambio en la toma de decisiones e incluso 

en la misma forma de tomar dichas decisiones.  

 

Así pues el informe sugiere medidas como el cambio a un sistema social que 

evite los conflictos que pueda generar un crecimiento desequilibrado; la 

implementación de un sistema de producción que se rija al imperativo de la 

preservación del medio ambiente; un sistema comercial que promueva modelos 

estables de comercio y finanzas; o la implementación de un sistema democrático que 

asegure la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones, entre otros (1988, 

págs. 91-92). En este último punto se hace especialmente evidente que el desarrollo 

sostenible supone un cambio político, supone la democracia, temática que se revelará 

importante para la presente investigación como se evidenciará más adelante.     
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Por tanto se tiene que el desarrollo sostenible pasa por ser un problema político y así 

mismo, legislativo, es decir, implica cambios en las decisiones políticas o en la misma 

forma de tomarlas (la transición hacia regímenes democráticos) y la implementación de 

normas y leyes que lo hagan posible. Estas políticas y disposiciones legales deben 

apuntar a cada uno de los pilares del desarrollo sostenible, pero sobre todo se hace 

explícita la necesidad de generar normas ambientales que regulen la explotación de 

recursos de cara a un proceso de crecimiento económico.  

 

Vale la pena reseñar puntualmente, como el desarrollo sostenible se inserta en 

la legislación colombiana, esto con el fin de dar evidencias sobre su impacto en la 

política de nuestro país. Como se acaba de mencionar, este modelo de desarrollo se 

introduce por medio de medidas legales que reglamentan la gestión ambiental, aunque 

como se mostrará a continuación, el desarrollo sostenible tiene una presencia explícita 

en la Constitución de Colombia. 

 

El punto de partida es la Constitución política de 1991, en donde destacan 

diversos elementos jurídicos que dan cuenta de la presencia del desarrollo sostenible 

en la Carta Magna. En primer lugar, según el artículo 8, es un principio fundamental de 

Estado colombiano la protección de las riquezas naturales de la Nación. Se debe 

recordar aquí que los diez primeros artículos constitucionales se enmarcan dentro de 

los principios fundamentales del Estado, es decir, los propósitos y finalidades 

esenciales de las instituciones políticas colombianas. Ahora bien, como indican algunos 

autores, existen fundamentalmente dos corrientes teóricas dentro del ecologismo, 

corriente que claramente influyen las teorías y postulados del desarrollo sostenible. 

 

Están los partidarios de la conservación y los partidarios de la preservación. La 

primera corriente, como destaca Maya, se caracteriza por su ecologismo a ultranza y 

por una visión pesimista del ser humano y de su impacto sobre el medio ambiente. 
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Para este ecologismo a ultranza lo mejor sería prescindir del  crecimiento y del 

desarrollo económico con aras a mantener los ecosistemas, es decir el medio ambiente 

natural se debe dejar intacto; para el ecologismo a ultranza lo mejor sería “prescindir 

del hombre mismo” (2003, pág. 10).  

 

La otra teoría no se centra en la conservación (dejar intacta la naturaleza) sino 

en la preservación, que parece ser el principio rector que opera en el artículo 8 de 

nuestra Constitución. El objetivo fundamental de este ecologismo es mantener intactos 

determinados ecosistemas naturales, es decir, reducir a un mínimo posible o deseable 

el impacto que el ser humano puede tener sobre el mismo. Esta es la teoría rectora 

detrás de la preservación de los parques naturales o de la flora y la fauna silvestre. 

Claro está, es una postura menos radical y más optimista con relación al ser humano y 

su relación con el medio ambiente.  

 

Entonces, como se indicó, el artículo 8 parece enfocado hacia la preservación 

más que hacia la conservación, máxime cuando el desarrollo sostenible entra de forma 

directo en los preceptos constitucionales. Esto se explica y justifica por lo postulado en 

artículos como el 339 y 340, en donde la política ambiental se pone al mismo nivel de 

importancia de la política social y económica, y se establece la necesidad de fijar 

objetivos claros y metas ambientales que han de ser adoptadas por Gobierno como 

parte efectiva del plan nacional de desarrollo (Sánchez Pérez, 2012, pág. 93). Por tal 

motivo no parece plausible que el modelo ambiental en Colombia se oriente por el 

ecologismo a ultranza. 

 

En segundo lugar en lo que respecta a los elementos jurídicos se tiene que la 

Constitución Política de Colombia recoge y abandera los derechos colectivos y del 

medio ambiente (Título II, capítulo III). Es conveniente recordar, en este punto que 

existe una tipología o distinción clásica acerca de los tipos de derechos 
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constitucionales y los mismos derechos humanos. Existen derechos de primera, 

segunda y tercera generación. Los de primera generación son esencialmente 

individuales y amparan las garantías mínimas de la participación política; en la 

Constitución son llamadas Derechos fundamentales. Los de segunda generación 

recogen los elementos necesarios para asegurar la calidad de vida de la población 

(denominados también derechos económicos, sociales y culturales). Finalmente están 

los de tercera generación o colectivos y del medio ambiente (Jaramillo Velez, 2004). 

La distinción generacional obedece simple y llanamente a la aparición temporal de 

cada tipo de derecho, aunque, como es más o menos evidente a simple vista, el 

enfoque y punto de atención de cada uno es, también, diferente.  

 

Así pues, dentro del marco de los derechos de tercera generación, el artículo 80 

de la Constitución reza: “El estado planificará el manejo y aprovechamiento de los 

recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, 

restauración y sustitución”. Como se ve, se hace mención explícita del desarrollo 

sostenible como derecho colectivo, es decir, que abarca a todos los ciudadanos 

colombianos sin ningún tipo de discriminación.  

 

No obstante, tal y como se ha señalado anteriormente, el desarrollo sostenible 

supone la efectiva realización de tres enfoques que son, en principio diferentes, pero 

que apuntan a un mismo propósito: el crecimiento económico, la equidad social y el 

cuidado del medio ambiente. Lo que se quiere establecer es que la presencia del 

desarrollo sostenible dentro de la Constitución colombiana no se limite a la corta 

mención del artículo 80, sino que conforme se establecen y defienden los derechos de 

primera, pero sobre todo los de segunda generación, el Estado apunta a un de los 

pilares del desarrollo sostenible: la equidad social, la mejora en la calidad de vida de 

los ciudadanos.  
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Este enfoque también se puede vislumbrar de otra forma si se atiende 

cuidadosamente a la definición misma del Estado colombiano que proporciona el 

artículo 1: “Colombia es un estado social de derecho”, entendiendo por Estado social 

de Derecho la organización política en la que el Estado provee servicios que aseguran 

y mejoran la calidad de vida de las personas. En conclusión, el desarrollo sostenible se 

inserta en la Constitución colombiana porque se reconocen unos derechos colectivos y 

del medio ambiente y porque la finalidad misma del Estado apunta al logro efectivo de 

la equidad social.  

 

Finalmente se debe mencionar que el desarrollo sostenible hace presencia en la 

Constitución conforme el cuidado del medio ambiente se presenta ya no como derecho, 

sino como deber ciudadano (Artículo 95, numeral 8). Se tiene entonces que, 

atendiendo a las recomendaciones generales del informe Brundtland, en Colombia 

existe una legislación que se orienta hacia la realización del desarrollo sostenible.  

 

Para rematar esta reseña acerca de la política ambiental en Colombia, basta con 

indicar que gracias a las ley 99 de 1993 se creó el Ministerio del Medio Ambiente, con 

el cual se da un paso significativo en la implantación de políticas públicas acordes con 

el desarrollo sostenible, dado que dicho ministerio se constituye como la institución 

encargada de definir políticas y regulaciones pertinentes a la preservación, 

aprovechamiento, uso y manejo de los recursos naturales.  

 

De igual forma es preciso mencionar que:  

 

Con la constitución de 1991 y la Ley 99 de 1993, se da un cambio en la política ambiental 

colombiana. Los instrumentos económicos como herramientas de gestión ambiental sufren 

un cambio radical al buscar modificar el comportamiento de los agentes contaminadores y 

no ser sólo instrumentos financieros… Antes de la citada ley, los instrumentos no buscaban 
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modificar el comportamiento del contaminador o deforestador siendo utilizados 

principalmente como instrumentos financieros. Las deficiencias institucionales y técnicas, las 

debilidades en el monitoreo y control, la falta de voluntad política y la existencia de otras 

fuentes económicas más importantes y de fácil recaudo debilitaron la aplicación de tales 

instrumentos de gestión ambiental. (Sánchez Pérez, 2012, pág. 91) 

 

Ahora bien, centrándose específicamente en el tema del manejo de los residuos 

sólidos, simplemente se mencionará que hay un conjunto de leyes y decretos que 

reglamentan su manejo y disposición: el decreto 1111 de 1991; decreto 2750 de 1994, 

que reglamenta el manejo de residuos sólidos; así como el Plan de Gestión de 

Residuos Sólidos (PGIRS) y el Plan de Manejo Integral de Residuos sólidos (PMIRS), 

entre otros.  

 

Se llega así, por fin, al caso puntual indagado, el decreto 564 de 2012 por medio 

del cual se ordena la separación en la fuente de residuos sólidos para su posterior 

reciclaje. Esta medida fue implementada por gobierno de Gustavo Petro en la ciudad 

de Bogotá, en cumplimiento de la sentencia T-724/03  de la Corte Constitucional, en la 

cual se exigía que el nuevo esquema de recolección de basuras integrara de forma 

efectiva a los recicladores de la ciudad.  

 

El problema y la discusión acerca del proyecto Basura Cero es bien conocido, 

pues básicamente se hizo una reestructuración al esquema de  recolección de basuras 

haciendo que tal servicio pase al dominio público y de pase ordena, vía decreto, la 

obligatoriedad del reciclaje como eje fundamental del nuevo esquema. Lo relevante 

aquí es este último punto, independientemente de la problemática propia que generó la 

administración pública del servicio de basuras. Entonces el decreto en su artículo 3 

establece lo siguiente: 
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Obligación de presentar separadamente los residuos. A partir del dieciocho (18) de 

diciembre del año en curso, todo usuario del servicio público domiciliario de aseo, deberá 

presentar los residuos para su recolección de manera separada; en bolsas negras, el 

material ordinario no reciclable y en bolsas blancas, el material reciclable. 

 

PARÁGRAFO. La Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos – UAESP 

establecerá mediante resolución, el listado detallado de los materiales que se consideran 

reciclables y no reciclables y continuará desarrollando la campaña de formación e 

información ciudadana, para la separación en la fuente. (Secretaría Distrital de Ambiente 

2012. Tomado de: http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=50832. 

Recuperado el: 20 de septiembre de 2015). 

 

Claro está, esta medida se inserta dentro de los postulados propios del 

desarrollo sostenible y se constituye en uno de los objetivos fundamentales de las 

políticas públicas del programa de Gobierno de la Bogotá Humana:  

 

Construir una ciudad que no deprede la naturaleza, revitalizada, con espacios públicos y 

amplia movilidad: Una ciudad que conciba el agua como eje articulador del desarrollo, que 

no invada ni erosione los cerros y páramos tutelares, que recupere los ríos y los armonice 

con la vida de la ciudad, que privilegie a los seres humanos frente a los carros, que haga 

fluir sus arterias vitales y el desarrollo humano. (Secretaría Distrital. Tomado de: 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/verNormaPDF?i=45478PETRO (S.f.) 

Recuperado el: 20 de septiembre de 2015.) 

 

Según cifras de la alcaldía, el Bogotá se produce a diario cerca de 6.200 

toneladas diarias de basura (García Arbeláez, C. Tomado de: 

http://lasillavacia.com/historia/la-basura-en-bogota-una-bomba-de-tiempo-para-petro-

3597309/09/2012. Recuperado el: 20 de septiembre de 2015.) y por supuesto por 

medio del decreto se busca reducir esta cifra y aminorar el impacto ambiental que tiene 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=50832
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/verNormaPDF?i=45478PETRO
http://lasillavacia.com/historia/la-basura-en-bogota-una-bomba-de-tiempo-para-petro-35973
http://lasillavacia.com/historia/la-basura-en-bogota-una-bomba-de-tiempo-para-petro-35973
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sobre el relleno sanitario de Doña Juana, la producción de residuos en la ciudad de 

Bogotá. A su vez busca dignificar y fortalecer el ingreso económico de los recicladores 

de la ciudad. Como resulta aún más evidente, al reducir el daño ambiental y mejorar el 

ingreso de los ciudadanos, el decreto busca responder a los principios fundamentales 

del desarrollo sostenible.  

 

Hasta el momento se ha intentado evidenciar como el desarrollo sostenible 

precisa y depende de un esfuerzo político que lo haga posible; se ha indicado que tal 

esfuerzo genera un conjunto de políticas públicas y legislaciones medio ambientales 

que buscan la realización de este modelo; también se ha mostrado como tales medidas 

existen, por mandato Constitucional en Colombia y como la “voluntad política” del 

actual mandatario ha conllevado a la implementación de una medida propia del 

desarrollo sostenible. No obstante, lo que se quiere defender aquí es que la necesidad 

de una “voluntad política” que haga posible el desarrollo sostenible tiene una faceta 

más problemática. 

 

Vale la pena posicionarse en una perspectiva diferente para contemplar otra 

visión del problema político que subyace aquí, pues un autor como Rafael Negret, que 

abandera una posición crítica frente al daño ambiental que genera el sistema 

económico capitalista , y que analiza la necesidad del desarrollo sostenible en América 

Latina, expresa a este respecto que “parte del problema ambiental de nuestros países 

en desarrollo está en la falta de políticas sectoriales ambientales claras, y de voluntad 

política de ponerlas en práctica” (1995, pág. 222). Como se ilustra en la cita, el 

desarrollo sostenible sigue siendo, esencialmente, un problema político, pero se vuelve 

a lo inicialmente planteado al inicio de éste apartado: es un modelo de desarrollo 

dependiente de la “voluntad política” del gobierno de turno. 
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Y es que no debe perderse de vista que tanto los cambios en los regímenes políticos, 

como los cambios administrativos o de legislación parte, en principio, de la “voluntad 

política de los gobierno”. No obstante, ¿Qué significa exactamente esto? Sin necesidad 

de adentrarse demasiado en cuestiones de índole filosófica, el concepto voluntad da 

cuenta de que, en las decisiones políticas media un deseo, una aspiración o un querer 

que sirve de impulso para los cambios en cuestión. Así pues, tanto Negret como el 

informe Brundtland coinciden en este punto: para que haya desarrollo sostenible se 

precisa que los gobiernos modifiquen sus aspiraciones, sus deseos propiamente 

políticos.  

 

En el caso de Bogotá el ejemplo es loable pero independientemente de las 

buenas intenciones del gobierno de Petro los problemas son evidentes: se podría 

hablar de las posibles críticas al modelo planteado por el alcalde ¿tiene el sector 

público la capacidad de prestar un servicio de recolección de basura eficiente y 

ordenado?; se podría, igualmente, explorar hasta qué punto está el actual modelo de 

basuras supeditado a la voluntad del alcalde ¿hay garantías de que el sistema perdure 

en un futuro aun a pesar de los cambios de gobierno en la dirección de la ciudad?; se 

podría también evaluar las intenciones ocultas detrás del tema ¿es verdad que las 

empresas privadas “conspiran” y “conspiraron” en contra del programa Basura Cero? 

De una u otra forma, los anteriores problemas competen al problema de la voluntad 

política, a la dependencia del desarrollo sostenible respecto a los caprichos de los 

gobiernos.  

 

Pero la pregunta de fondo que motiva este escrito es ¿Cómo puede hacerse 

efectivo dicho decreto más allá de las medidas legales contempladas por el Estado 

(comparendos, y sanciones? Si el Estado ha de ejercer una vigilancia continua sobre la 

efectiva separación de residuos en bolsas negras y blancas la dificultad es apenas 

lógica: no tiene la capacidad de hacerlo. Además si se me permite, se está partiendo 
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de un lugar común bastante generalizado y muy bien conocido: en Colombia las leyes 

se hacen pero no se cumplen.  

 

Así pues ¿En un país en donde la justicia tiene los déficits y dificultades por 

todos conocidos, cómo asegurarse de que las autoridades públicas impongan los 

comparendos y que los ciudadanos los paguen en caso de no separar en la fuente? En 

palabras más sencillas, ¿Cómo se puede garantizar el efectivo cumplimiento del 

decreto? Como se puede ver, este también es un problema de voluntad política y es 

realmente un problema que trasciende lo que hasta ahora se ha entendido por voluntad 

política: el deseo de los gobiernos de turno por implementar políticas públicas de 

desarrollo sostenible; la existencia de una jurisprudencia que ponga la cuestión 

ambiental como principal tema de discusión e interés.  

 

La propuesta que plantea este escrito es que para que se cumpla de forma 

efectiva el decreto en cuestión no basta con los mecanismos políticos propios de un 

Estado social de Derecho, sino que se requiere de un elemento que también sería, 

esencialmente, político, pero que parte no de los Estados, las legislaciones o las 

buenas intenciones de los gobernantes, sino de la intención y motivación propia de la 

ciudadanía: la cultura.  

 

Respecto  al tercer aspecto a desarrollar tenemos que. El término cultura remite 

a un conjunto variopinto de sentidos, entre los que se incluyen el cultivo del 

conocimiento o el conjunto de hábitos, modos de vida y costumbres propios de un 

pueblo en un determinado periodo de tiempo. El punto de partida de la presente 

propuesta no difiere mucho de este elemental concepto de cultura. 
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Para esto será necesario apoyarse en los desarrollos teóricos del filósofo y 

economista indio Amartya Sen, pues en su libro “Desarrollo y libertad” explora la 

importancia de los valores y hábitos propios del capitalismo para el buen 

funcionamiento del mismo. El análisis del autor es, aparentemente sencillo, pues 

establece que el sistema capitalista, como es bien sabido, se sustenta en el interés y la 

ambición individual gracias a las cuales cada persona busca la máxima producción de 

ganancia y beneficio. No obstante, el autor se detiene en la consideración de un 

conjunto de factores que pasan desapercibidos a cualquier observador y que en su 

opinión resultan de vital importancia para el correcto funcionamiento del sistema. 

 

Estos factores encajan dentro de la categoría de lo que se ha esbozado como 

cultura:  

 

El funcionamiento satisfactorio de una economía de intercambio depende de la 

confianza mutua y del uso de normas explícitas e implícitas. Cuando estos modos de 

conducta son abundantes, es fácil que pase desapercibido su papel. Pero cuando hay que 

cultivarlos, esa laguna puede constituir un importante obstáculo para lograr el éxito 

económico. Existen abundantes ejemplos de los problemas que tienen las economías 

precapitalistas debido al subdesarrollo de las virtudes capitalistas… Lo que puede no puede 

causar asombro o sorpresa de Zúrich, Londres o París, puede plantear, sin embargo, 

bastantes problemas en El Cairo, Bombay o Lagos (o Moscú) [y porque no, en Bogotá]. 

(2010, págs. 316-317)   

 

Esta extensa cita, en la que me he permitido introducir una suerte de comentario 

personal, manifiesta, básicamente, que no es suficiente con crear leyes de libre 

mercado y competencia económica para que la economía capitalismo funcione; se 

requieres unas pautas de conducta, unos códigos éticos (la confianza mutua, el valor 

de la palabra) para que el sistema económico funcione: en palabras más sencillas, las 

personas deben comportarse de cierta manera, deben interiorizar una cierta ética, un 
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conjunto de valores, en resumen, una cultura para que el libre comercio funcione y la 

intervención legal del Estado no sea una constante sino una excepción.  

 

La reflexión de Sen resulta interesante y sumamente importante aquí, pues da 

luces sobre la problemática general de este ensayo, previa analogía entre el fenómeno 

económico que el autor estudia y el hecho político que ocupa esta indagación: ¿Qué 

hacer para que el desarrollo sostenible no se quede en el papel y sea una realidad? 

¿Qué hace falta para que el decreto 564 de 2012 no se agote en la simple inspección 

policial del Estado y los ciudadanos efectivamente, reciclen? Si se me permite plantear 

un interrogante en una dirección mucho más amplia pero vinculada a la problemática 

estudiada aquí ¿Qué se requiere para que en Colombia las leyes se cumplan? De 

nuevo, el análisis, o mejor, la respuesta de Amartya Sen es una ética, un conjunto de 

valores, hábitos, formas de vida, o en los términos usados aquí, una cultura.   

 

Claro está, el reto que se plantea aquí es mucho más grande y difícil, pues como 

se mencionó anteriormente, da cuenta de que las leyes y el mercado, el capitalismo y 

la democracia no funcionan plenamente por la simple transcripción de códigos 

jurídicos. ¿Cómo se forma entonces ética del capitalismo o una cultura del desarrollo 

sostenible? La respuesta de Sen es, no puede ser para menor, poco alentadora: no es 

fácil forma una ética o una cultura de esta naturaleza. Empero, el autor vislumbra unas 

iniciativas o propuestas bastante sugestivas y, por esto mismo, sumamente 

interesantes.  

 

El autor destaca que, por ejemplo, hay todo un código ético o moral propio de las 

mafia en lo que respecta al cumplimiento de los pactos y acuerdos (la promesa de la 

palabra) o la confidencialidad propia de estas organizaciones (no delatar) y el análisis 

pasa por señalar que, aunque estas organizaciones sean criminales y detestables, el 

éxito de las mismas pasa justamente por ese fundamento ético-cultural, fundamento 
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que si lograra ser extrapolado a campos legales de la actividad económica podrían dar 

como resultado una economía de mercado mucho más eficaz (2010, págs. 318-322). 

 

Claro está, no se quiere proponer aquí que se deba seguir un modelo ético 

mafioso para sustentar las políticas, leyes y decretos medioambientales, sino más bien 

sugerir que puede hacer elementos propios en la ética, el comportamiento y la cultura 

de nuestro país y ciudad que podría, tal vez, servir de solución a los problemas 

expuestos. Entonces de lo que arroja de forma parcial esta investigación no es una 

solución efectiva, clara, precisa, sino tal vez una reorientación en el problema y el 

interrogante: ¿Cómo creamos una cultura de reciclaje? ¿Qué elementos culturales 

dificultan o posibilitan el cumplimiento de las leyes? 

 

Sen también pone el énfasis sobre la cuestión medio ambiental: “también es 

importante en este caso la conducta ética, en el sentido de que debe establecerse unas 

normas favorables al medio ambiente” (2010, pág. 322). Sin embargo, es conveniente 

considerar otra faceta de la propuesta de este autor: el desarrollo como libertad.   

 

La perspectiva de Sen es que el desarrollo no es una cuestión esencialmente 

económica, es decir, el enriquecimiento de la población, sino que es un concepto que 

consiste en “la expansión de las libertades reales de las que disfrutan los individuos” 

(2010, pág. 55); en la palabras más sencillas, para Amartya Sen la libertad constituiría 

el fin del desarrollo, puesto que: “el aumento de la libertad mejora la capacidad de los 

individuos para ayudarse a sí mismos, así como para influir en el mundo, y estos temas 

son fundamentales para el proceso de desarrollo” (2010, pág. 35). Lo relevante aquí es 

que el autor se acerca bastante a los presupuestos centrales del desarrollo sostenible, 

en tanto que entiende por desarrollo no únicamente el proceso de enriquecimiento, sino 

también las mejoras en la calidad de vida de las personas (el factor de la equidad 

social) para lo cual es necesario, claro está, el disfrute de un medio ambiente sano.  
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Previamente se mencionó que suele distinguir entre los tipos de derechos según 

su momento de aparición y su enfoque específico. La propuesta de desarrollo como 

libertad de Sen parece romper esa tipología que tantos debates políticos genera (sin ir 

más lejos, los ardientes defensores del liberalismo proponen que el Estado sólo se 

debe preocupar por los derechos de primera generación, mientras que las tesis 

socialistas centran su atención en los derechos de segunda generación llegando 

incluso, en las posiciones más radicales, a omitir los derechos de primera generación). 

Pues bien, lo que Sen entiende por desarrollo involucra tanto el crecimiento económico 

de la sociedad, como el bienestar social de la población, como el disfrute de los 

derechos políticos:  

 

El papel constitutivo de la libertad está relacionado con la importancia de las libertades 

fundamentales para el enriquecimiento de la vida humana. Entre las libertades 

fundamentales se encuentran algunas capacidades elementales como, por ejemplo, poder 

evitar privaciones como la inanición, la desnutrición, la morbilidad evitable y la mortalidad 

prematura, o gozar de las libertades relacionadas con la capacidad de leer, escribir, calcular, 

la participación política y la libertad de expresión, etc. Desde esta perspectiva, el desarrollo 

implica la expansión de estas y otras libertades básicas. Desde el punto este punto de vista, 

el desarrollo es el proceso de expansión de las libertades humanas, y su evaluación ha de 

inspirarse en esta consideración. (2010, pág. 55). 

 

Aun cuando el autor no haga mención específica de los derechos medio 

ambientales, la cita manifiesta que queda abierto el espacio para otras libertades 

básicas que incluirían, porque no, el tema ambiental. Pero independientemente de esto, 

lo importante es el vínculo estrecho entre riqueza económica y participación política, 

vínculo que ya había sido mencionado por el informe Brundtland (1988, págs. 91-92), al 

recomendar el tránsito hacia modelos democráticos como una primera medida urgente 

del desarrollo sostenible. Así mismo, el enfoque de desarrollo como libertad que 
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propone Sen supone atacar la pobreza, que era, como se recordará, una de las causas 

y razones por las cuales es necesario el desarrollo sostenible según el mismo informe 

Brundtland.  

 

Ahora bien, en el caso puntual del decreto 254 de 2012, el enfoque de Sen 

resulta de suma importancia porque permite reorientar el sentido de la aplicación del 

decreto. La separación en la fuente busca generar un impacto ambiental, mejorar la 

calidad de vida de los bogotanos. Pero si el decreto no se interpreta como una medida 

de fuerza implementada por el Estado, que es justamente lo que acontece al faltar una 

cultura del reciclaje de residuos sólidos, sino que se constituye en el punto de partida 

de esa misma cultura, los habitantes de Bogotá ya no reciclaran por orden del Estado, 

sino que entenderán las razones y las necesidades de dicha medida, comprenderán 

sus beneficios y entenderán que el reciclaje, o mejor aún, la separación en la fuente, es 

una primera medida para un mayor disfrute de libertades, para un desarrollo como 

libertad, tal y como lo propone Amartya Sen.  

 

En conclusión el presente escrito ha permitido evidenciar como el decreto 564 de 

2012 se constituye en una medida propia del desarrollo sostenible, en tanto que implica 

la separación en la fuente de residuos sólidos para su reciclaje. El reciclaje, tal y como 

se mencionó aquí, es una medida propia de este tipo de desarrollo.  

 

El problema político subyace al desarrollo sostenible, pues este requiere de 

políticas públicas, una legislación ambiental y de la voluntad política de los gobernantes 

para implementarse cabalmente. No obstante, en el caso de Colombia, y en más 

específicamente de Bogotá, el decreto en cuestión se erige como una medida de 

fuerza, como un mandato del Estado; además, queda el problema típico de cómo 

garantizar el cumplimento del mismo, cómo asegurarse de que los bogotanos, 

efectivamente, separen en la fuente.   
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La argumentación mostró que tal problema afecta a la legislación 

medioambiental existente, por lo que la fórmula tradicional, a su saber, el desarrollo 

sostenible depende de las leyes y la voluntad política, no basta para hacer efectivo el 

decreto. La hipótesis planteada consistía en recalibrar o reinterpretar los sentidos de 

los términos en cuestión, pues el desarrollo sostenible supone el efectivo disfrute de las 

libertades, libertades que desde el andamiaje teórico de Amartya Sen se constituyen en 

el fin de lo desarrollo. En palabras más sencillas, se buscó demostrar que el desarrollo 

sostenible y por extensión, la medida de separación en la fuente, suponen un desarrollo 

como libertad, tal y como entiende Sen. 

 

Así mismo se buscó soportar la noción de cultura como fundamento esencial de 

las leyes y por tanto, del decreto en cuestión, pues tal y como se mostró, las leyes y la 

economía requieren de un sustento ético, de unos valores, principios, formas de vida, 

en resumen, de una cultura, que los haga posibles. Por tanto, el éxito el decreto no 

depende de la eficacia de la Policía Nacional para imponer comparendos ambientales, 

sino del grado de apropiación que la ciudadanía tenga del reciclaje por medio de una 

cultura.  

 

Se debe reconocer, igualmente, las limitaciones de la propuesta, pues como se 

mencionó una cultura del reciclaje de residuos sólidos no es la solución definitiva, no 

es, por decirlo así, el final del camino sino más bien su principio; de lo que trata ahora 

es de la construcción efectiva de esa cultura, de buscar los elementos éticos o 

tradicionales propios de los bogotanos que hagan posible apropiarse, comprender y 

darle un sentido a la actividad del reciclaje en el hogar. Esto supone no centrar la 

atención en las medidas de fuerza (comparendos) sino más bien enfocarse en la 

educación. 
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Finalmente se quiere cerrar este espacio de conclusiones indicando que, 

conforme una cultura del reciclaje gane un mayor espacio dentro de la ciudadanía y 

mayor sea el peso específico de la cultura en la acción de los bogotanos, se estará 

operando un proceso de reinterpretación de la política y del vínculo de esta con el 

desarrollo sostenible. La política ya no significará leyes y normas, o la efímera voluntad 

política de los gobernantes, sino un proceso de empoderamiento de los derechos 

básicos, un proceso de desarrollo como libertad que permitirá que los ciudadanos 

disfruten y exijan cada vez más sus libertades. La separación en la fuente es el inicio 

de este proceso, pues como lo evidencia Amartya Sen (2010, pág. 55), si se entiende 

el por qué se debe reciclar, si opera una cultura que dote de sentido y de eficacia a 

este acto, el ciudadano también entenderá cuál es su importancia en la vida cívica, 

colectiva y comunitaria de su ciudad y su país.  
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